Bases constitucionales de un tipo de gobierno semipresidencial para Chile.
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En este texto  concretaremos una proposición de redacción de la parte de una reforma constitucional o de una nueva Constitución con un tipo de gobierno semipresidencial para nuestro Chile del siglo XXI, correspondiente a los capítulos del Poder Ejecutivo y del Poder Legislativo, lo que posibilita prever los principales cambios que ello implica para los órganos políticos del Estado.

Presentamos a continuación la propuesta diseñada, manteniendo muchos aspectos de nuestro constitucionalismo democrático vigente:
Gobierno 
Presidente de la República 

Artículo 24. El Presidente de la República es Jefe de Estado, garantiza la independencia nacional, la unidad del Estado, salvaguarda la soberanía y  seguridad del Estado, la integridad del territorio y desarrolla una función de arbitraje y vela por el funcionamiento regular de las instituciones democráticas.

El Presidente ejerce las funciones de comandante supremo de las fuerzas armadas y nombra y destituye a los Comandantes en Jefe de las ramas de las Fuerzas Armadas, y conduce las relaciones internacionales,  de conformidad con esta Constitución.

Comentario: El Presidente de la República en el tipo de gobierno semipresidencial ejerce un conjunto de funciones y atribuciones especialmente determinadas por la Constitución, dentro de las cuales destacan su calidad de Jefe de Estado, sus competencias en materia de defensa y relaciones internacionales, la salvaguardia de la soberanía y la integridad del territorio y el funcionamiento regular de los órganos políticos del Estado. No debe olvidarse  que en el tipo de gobierno semipresidencial hay un segundo órgano dentro del ejecutivo que es el gobierno conducido por el Primer Ministro el cual cuenta con la confinza de la Cámara de Diputados.
Artículo 25. Para ser elegido Presidente de la República se requiere tener la nacionalidad chilena de acuerdo a lo dispuesto en los números 1º ó 2º del artículo 10 (actualmente vigente); tener cumplidos treinta y cinco años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio. 

El Presidente de la República durará en el ejercicio de sus funciones por el término de cuatro años y  podrá  ser reelegido sólo para el período siguiente al término de su primer mandato. 

El Presidente de la República no podrá salir del territorio nacional por más de treinta días ni en los últimos noventa días de su período, sin acuerdo del Senado. 

En todo caso, el Presidente de la República comunicará con la debida anticipación a la Cámara de Diputados y al Senado su decisión de ausentarse del territorio y los motivos que la justifican.

Comentario:

Un tipo de gobierno  semipresidencial y su lógica de posibilitar un gobierno unificado si la voluntad ciudadana así lo determina, requiere periodos presidenciales y parlamentarios que no sean demasiado prolongados, debiendo ser de cuatro a cinco años, en lo posible el mandato presidencial debe ser de la misma duración que el de la Cámara Política. En el caso chileno parece conveniente mantener el periodo presidencial de cuatro años que es el mismo de la Cámara de Diputados y de la elección parcial del Senado, de lo contrario habría que cambiar la duración de todos los mandatos, el presidencial y los de diputados y senadores.

Francia disminuyó el periodo presidencial de 7 a 5 años, siendo el mismo periodo por el cual se elige la Asamblea Nacional. Ello impide que las autoridades electivas se alejen de la voluntad efectiva del cuerpo político de la sociedad y se mantengan atentos a la solución de los temas políticos, económicos y sociales más relevantes para la ciudadanía. Asimismo prevé las elecciones de la Asamblea Nacional dos meses después de la elección presidencial para posibilitar un ejecutivo unificado o del mismo signo político, aún cuando ello no puede garantizarse, hasta el presente dicha hipótesis se ha concretado y se han producido gobiernos de legislatura.

Artículo 26. El Presidente de la República será elegido en votación directa y por mayoría absoluta de los sufragios válidamente emitidos. La elección se efectuará en la forma que determine la ley orgánica constitucional respectiva,

noventa días antes de aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones, si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente

Si a la elección de Presidente de la República se  presentaren más de dos candidatos y ninguno de ellos obtuviere más de la mitad de los sufragios válidamente  emitidos, se procederá a una segunda votación que se circunscribirá a los candidatos que hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas y en ella resultará electo aquél de los candidatos que obtenga el mayor número de  sufragios. Esta nueva votación se verificará, en la forma que determine la ley, el trigésimo día después de efectuada la primera, si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo

inmediatamente siguiente al referido trigésimo día. 

Para los efectos de lo dispuesto en los dos incisos precedentes, los votos en blanco y los nulos se considerarán como no emitidos. 

En caso de muerte de uno o de ambos candidatos a que se refiere el inciso segundo, el Presidente de la República  convocará a una nueva elección dentro del plazo de días, contado desde la fecha del deceso. La elección se efectuará el domingo más cercano al nonagésimo día posterior a la convocatoria. Si expirase el mandato del Presidente de la República en ejercicio antes de la fecha de asunción del Presidente que se elija en conformidad al inciso anterior, se aplicará, en lo pertinente, la norma contenida en el inciso primero del artículo 28.

En el caso que se presente un único candidato a la Presidencia de la República, este será objeto de un referéndum, siendo elegido si alcanza al menos un tercio  de los votos   que formen parte  del 50% del cuerpo electoral vigente.

Comentario:

Un presidente que ejerce funciones políticas reales requiere una legitimidad democrática fuerte que solo está dada por su elección por la mayoría absoluta del cuerpo electoral, lo que significa elección por un sistema mayoritario uninominal a dos vueltas, donde, si en la primera votación no obtiene el respaldo de mayoría absoluta uno de los candidatos se produce una segunda votación sólo entre los dos candidatos que hayan obtenido el mayor número de preferencias en la primera votación. El sistema se encuentra actualmente vigente en la mayoría de los  tipos de gobiernos  semipresidenciales con mayor trayectoria histórica como son Francia, Portugal,  Finlandia, Austria, como en los gobiernos semipresidenciales mas nuevos como los de Polonia y Rumania. El sistema ya se encuentra institucionalizado en una parte importante de países latinoamericanos como Brasil, Chile, Colombia, República Dominicana, Guatemala, Perú, Uruguay y Venezuela, lo que no generaría ningún cambio a la cultura política ya establecida en materia de elección presidencial.

En la perspectiva semipresidencial, la elección del Presidente de la República en sistema mayoritario a doble vuelta (votación), balotage,  tiende a producir un alineamiento bipolar, y un multipartidismo más o menos moderado, ya que en la primera votación se miden las fuerzas de cada partido o coalición y en la segunda se escoge al de su preferencia si las simpatías  están con alguno de entre los dos primeros o al mal menor en el caso de que el candidato del elector no haya quedado entre los dos primeros. Asimismo, el sistema electoral posibilita la formación de coaliciones entre primera y segunda vuelta, donde hay espacio para la negociación política y la concertación de acuerdos de gobierno. Sin lugar a dudas, el alineamiento bipolar para la segunda votación de la elección presidencial influye significativamente en la elección parlamentaria si esta se desarrolla junto con la votación presidencial de la segunda vuelta o en un periodo breve posterior a ella. 

Sugerimos que la ley orgánica constitucional que regule las elecciones parlamentarias pudiere disponer la elección parlamentaria en conjunto con la segunda votación o vuelta de la elección presidencial o el domingo más próximo posterior a los treinta días de la primera votación de la elección presidencial, ello contribuye a la posible unificación de la mayoría presidencial y parlamentaria, aún cuando no la asegura..

Artículo 27. El proceso de calificación de la elección presidencial deberá quedar concluido dentro de los quince días siguientes a la primera o segunda votación, según corresponda. El Tribunal Calificador de Elecciones comunicará de  inmediato al Presidente del Senado la proclamación de único Presidente electo que haya efectuado. 

El Congreso Pleno, reunido en sesión pública el día  en que deba cesar en su cargo el Presidente en funciones y  con los miembros que asistan, tomará conocimiento de la resolución en virtud de la cual el Tribunal Calificador de Elecciones proclama al Presidente electo. 

En este mismo acto, el Presidente electo prestará ante  el Presidente del Senado, juramento o promesa de desempeñar fielmente el cargo de Presidente de la República, conservar la independencia de la Nación, guardar y hacer guardar la Constitución y las leyes, y de inmediato asumirá sus funciones.

Comentario: Se mantiene el procedimiento actualmente vigente para la investidura regular del Presidente de la República.

Artículo 28. Si el Presidente electo se hallare impedido para tomar posesión del cargo, asumirá, mientras tanto, con el título de Vicepresidente de la República, el Presidente del Senado; a falta de éste, el Presidente de la Corte Suprema.

Con todo, si el impedimento del Presidente electo fuere absoluto o debiere durar indefinidamente, el Vicepresidente, en los diez días siguientes al acuerdo del Senado adoptado. en conformidad al artículo 53 Nº 7º, expedirá las órdenes convenientes para que se proceda, dentro del plazo de sesenta días, a nueva elección en la forma prevista por la Constitución y la Ley de Elecciones. La elección deberá efectuarse en un día domingo. El Presidente de la República así elegido asumirá sus funciones en la oportunidad que señale esa ley, y durará en el ejercicio de ellas hasta el día en que le habría correspondido cesar en el cargo al electo que no pudo asumir y cuyo impedimento hubiere motivado la nueva elección. 

Comentario: El artículo regula el impedimento temporal del Presidente electo para asumir sus funciones, como la convocación a elecciones en caso de impedimento del Presidente electo que deba durar indefinidamente. El Presidente electo en tales condiciones permanece en el cargo sólo por el resto del periodo que correspondía al Presidente cuyo impedimento generó la nueva elección. De esta manera se mantiene la simultaneidad de elecciones parlamentarias y presidenciales. 

Artículo 29. Si por impedimento temporal, sea por  enfermedad, ausencia del territorio u otro grave motivo, el Presidente de la República no pudiere ejercer su cargo, le subrogará, con el título de Vicepresidente de la República, el Presidente del Senado y a falta de éste el Presidente de la Corte Suprema. 
En caso de vacancia del cargo de Presidente de la República, se producirá la subrogación como en las situaciones del inciso anterior, y se procederá a elegir

sucesor en conformidad a las reglas de los incisos siguientes. 

Si la vacancia se produjere faltando menos de un año para la próxima elección presidencial, el Presidente será elegido por el Congreso Pleno por la mayoría absoluta de los senadores y diputados en ejercicio. La elección por el

Congreso será hecha dentro de los diez días siguientes a la fecha de la vacancia y el elegido asumirá su cargo dentro de los treinta días siguientes.

Si la vacancia se produjere faltando tres años o más para la próxima elección presidencial, el Vicepresidente, dentro de los diez primeros días de su mandato, convocará a los ciudadanos a elección presidencial para el sexagésimo día después de la convocatoria, si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente. El Presidente que resulte elegido asumirá su cargo el décimo día después de su proclamación. El Presidente elegido conforme a alguno de los incisos  precedentes durará en el cargo hasta completar el período que restaba a quien se reemplace y no podrá postular como candidato a la elección presidencial siguiente.

Comentario: 

Comentario: Dado que el Presidente de la República en el gobierno semipresidencial juega roles diferentes de aquellos desempeñados en el presidencialismo puro que el país a tenido desde la Constitución de 1925 hasta el presente, en caso de impedimento temporal del Presidente de la República en ejercicio, este es subrogado por el Presidente del Senado en primer lugar y a falta de este, por el Presidente de la Corte Suprema de Justicia, quienes asumen las funciones con el titulo de Vicepresidente de la República. Se elimina de la línea de subrogación el Presidente de la Cámara de Diputados mas vinculado con el gobierno dirigido por el Primer Ministro.
En el caso de impedimento absoluta o que deba durar indefinidamente se concreta una elección por el Congreso Pleno cuando falta hasta un máximo de un año para su termino de funciones. En el caso de que falte más de un año para el término del periodo presidencial, se convocará a elecciones en la forma indicada por parte del Vicepresidente y el elegido en ella asumirá sus funciones por el lapso que faltare para completar el periodo presidencial de quién tuviere el impedimento absoluto para ejercer el cargo. 
Artículo 30.- El Presidente cesará en su cargo el mismo día en que se complete su período y le sucederá el recientemente elegido. El que haya desempeñado este cargo por el período completo, asumirá, inmediatamente y de pleno derecho, la dignidad oficial de Ex Presidente de la República. No la alcanzará el ciudadano que llegue a ocupar el cargo de Presidente de la República por vacancia del mismo ni quien haya sido declarado culpable en juicio político seguido en su contra.
En virtud de esta calidad de ex Presidente de la República, percibirá como única remuneración una dieta equivalente a una remuneración de un Ministro de Estado, incluidas todas las asignaciones que a estos correspondan.
El Ex Presidente de la República que asuma alguna función remunerada con fondos públicos, dejará, en tanto la desempeñe, de percibir la dieta.  Se exceptúan los empleos docentes  funciones o comisiones de igual carácter de la enseñanza  superior, media y especial.

Comentario: Se modifica la norma actualmente vigente, eliminando el fuero de la dignidad de  ex Presidente de la República, ya que en una perspectiva republicana, el ex Presidente vuelve a ser un ciudadano común de la República. Sólo se mantiene la remuneración señalada que le posibilita una vida digna hasta su muerte.
Artículo 31. El Presidente designado por el Congreso Pleno o, en su caso, el Vicepresidente de la República tendrá todas las atribuciones que esta Constitución confiere al Presidente de la República.

Artículo 32. 
I. Son atribuciones especiales del Presidente de la República que ejercerá sin refrendo ministerial

1. Realizar el  nombramiento del Primer Ministro previa consulta con los líderes de los diferentes partidos políticos con representación en la Cámara de Diputados, debiendo nombrar al líder del partido mayoritario en el caso que este haya obtenido mayoría absoluta de los miembros de la Cámara de Diputados.

Comentario:

La atribución presidencial de nombramiento del Primer Ministro constituye una atribución  que ejerce en plenitud el Presidente cuando la mayoría parlamentaria corresponde a la misma orientación del Presidente de la República y le reconoce a este último el liderazgo de ella. Dicha atribución se reduce cuando la mayoría parlamentaria de la Asamblea Nacional es de orientación política opositora al Presidente, en cuyo caso, el Jefe de Estado debe designar un Primer Ministro aceptable para la mayoría parlamentaria, de lo contrario, ésta podría destituirlo por una mosiín de desconfianza constructiva. Asimismo, dicha atribución queda reducida cuan do existe un partido que haya obtenido la mayoría absoluta de la Cámara de Diputados, ya que su líder debe necesariamente ser nombrado Primer Ministro.  

En el ámbito político, el Presidente de la República cuenta con la iniciativa para nombrar al Primer Ministro, el que será un hombre de su confianza, si cuenta con una mayoría parlamentaria que le es afín y que reconoce su liderazgo. Será un miembro de la coalición de gobierno de un partido distinto al del Presidente de la República si se requiere mantener una alianza con partidos de fuerza eventualmente equilibrada, lo que otorga una capacidad de negociación al Primer Ministro con el Presidente de la República, la que será limitada. La tercera hipótesis es el nombramiento como Primer Ministro del jefe de la oposición parlamentaria al Presidente, si este último se encuentra en minoría en el parlamento, dando lugar al proceso de cohabitación como ha sido denominado en Francia, donde ha operado con un Presidente Socialista y un gobierno de centro derecha y viceversa, como asimismo ha operado en otros gobiernos semipresidenciales como Portugal, Polonia y Rumania entre otros.

No debe olvidarse que el Presidente de la República cuenta políticamente con un arma significativa que es  la disolución parlamentaria, como atribución privativa, la cual le permite eventualmente intentar un cambio de mayoría parlamentaria y generar un gobierno unificado si tiene éxito o de lo contrario quedarse con un ejercicio estricto de su competencias constitucionales y dejar gobernar a un Primer Ministro con un programa de gobierno diferente al suyo sustentado en el respaldo de la mayoría parlamentaria, por lo menos hasta el siguiente proceso electoral.

2. Cesar al Gobierno, en los casos que ello sea necesario para asegurar el funcionamiento regular de las instituciones democráticas
Comentario:

El Presidente de la República tiene como atribución la cesación de las funciones del gobierno cuando este se encuentra en una situación precaria por haber perdido el apoyo político de la mayoría parlamentaria y se haya generado una situación de ingobernabilidad. Ello permite al Presidente de la República nombrar un nuevo Primer Ministro que deberá conformar gobierno y obtener un voto de confianza  de la Cámara de Diputados para dicho programa de gobierno. Si ello no es posible, el gobierno cesado asegurará mientras tanto el manejo de los asuntos corrientes y podrá disolverse la Cámara de Diputados y obtener su renovación de acuerdo a la voluntad del cuerpo político de  mla sociedad, dando lugar a la formación de un nuevo gobierno conforme a ella.

3. Disolver la Cámara de Diputados, para hacer frente a un conflicto político grave de esta con el gobierno o en caso de una cuestión nacional de importancia excepcional, consultando previamente con el Primer Ministro y los presidentes de ambas ramas del Congreso Nacional,  convocando inmediatamente a elecciones parlamentarias que se realizarán en un plazo no inferior a 60 ni mayor de 90 días. 

El Presidente de la República no podrá ejercer esta atribución dentro del año que sigue a una disolución de la Cámara de Diputados anterior, como tampoco podrá ejercerla durante la vigencia de algún estado de excepción constitucional

Comentario:

El Presidente de la República puede disolver la Cámara de Diputados, siendo una facultad autónoma del Presidente, aún cuando formalmente debe consultar la opinión del Primer Ministro y los presidentes de la Asamblea Nacional y el Senado.  La Constitución establece algunas restricciones al ejercicio de esta atribución presidencial, señalando que no puede ejercerla dentro del año que sigue al de las elecciones producidas por una anterior disolución de la Cámara de Diputados.  El Presidente no puede ejercer esta atribución en el caso de un Estado de Excepción constitucional, vale decir, cuando está investido de los poderes que le otorgan los estados de asamblea, de Sitio, de Emergencia u de Catástrofe.

4. Dirigir mensajes al Parlamento o a la ciudadanía sobre materias de relevancia política nacional e internacional.

Comentario:

A través del ejercicio de esta atribución autónoma del Presidente este puede utilizar su influencia y expresar sus opiniones sobre temas políticos relevantes como de política internacional dirigidos tanto a la opinión pública como a las ramas del Congreso Nacional, pudiendo en etas últimas abrirse un debate sobre dichas materias.

5. Convocar al Consejo de Ministros bajo su presidencia para debatir problemas de interés nacional, respecto a la política exterior, la defensa del país y el aseguramiento del orden público.
Comentario:

Esta atribución autónoma del Presidente de la República le permite bajo su presidencia convocar al gobierno para analizar, debatir  y adoptar políticas en materia de relaciones y políticas internacionales, de defensa y de mntenimiento y fortalecimiento del orden público.

6. Ejercer iniciativa de reforma constitucional.

Comentario:

El Presidente de la República puede ejercer autónomamente la iniciativa de reforma constitucional, al igual que el gobierno a través del Primer Ministro y los parlamentarios de ambas ramas del Congreso Nacional, las que serán tramitadas de acuerdo al procedimiento que la Constitución dispone para ele ejercicio del poder constituyente instituido o derivado. Asimismo, en tal caso el Presidente de la República puede también utilizar la atribución del numeral 5, para dar a conocer a la opinión pública nacional y la las ramas del Congreso Nacional las razones y fundamentos del proyecto de reforma constitucional presentado.

7. Promulgar las leyes dentro del plazo de diez días desde que el decreto promulgatorio se encuentra totalmente tramitado y ordenar su publicación en el Diario Oficial.

Comentario:

En el tipo de gobierno semipresidencial el proceso legislativo queda entregado a los órganos colegisladores que son el gobierno y las cámaras del Congreso Nacional, sin perjuicio de lo cual el Presidente de la República promulga las leyes que forman parte del ordenamiento jurídico nacional y ordena su publicación en el Diario Oficial.

8. Ejercer legitimación activa ante el Tribunal Constitucional para activar el control de constitucionalidad en forma preventiva o reparadora respecto de preceptos legales, normas administrativas, reglamentos parlamentarios, autos acordados de tribunales superiores de justicia o de tribunales especiales que considere inconstitucionales.

Comentario:

En los tipos de gobierno semipresidencial, el Presidente de la República tiene entre sus funciones el funcionamiento regular de las instituciones y la defensa del orden constitucional, en tal perspectiva se le otorga legitimación activa para requerir a la jurisdicción constitucional para que esta se pronuncie frente a las dudas presidenciales  sobre compatibilidad con la Constitución de preceptos legales aprobados por los órganos colegisladores antes de su promulgación, como asimismo sobre normas administrativas, reglamentos parlamentarios autos acordados de los órganos jurisdiccionales.

9. Conducir las relaciones internacionales con la cooperación del Gobierno, representar al Estado en el exterior, y llevar a cabo las negociaciones; concluir, firmar y ratificar los tratados que estime convenientes para los intereses del país, los que deberán ser sometidos a la aprobación del Congreso conforme a lo prescrito en la Constitución. Las discusiones y deliberaciones sobre estos objetos serán secretos si el Presidente de la República así lo determinare; 
Comentario:

El Presidente de la República mantiene dentro de su órbita de atribuciones autónomas la conducción de las relaciones internacionales y la negociación de tratados internacionales que vincularán al Estado y que determinarán su responsabilidad internacional con la comunidad internacional, con organismos internacionales o supranacionales y con otros estados, los que deberán ser aprobados por los órganos colegisladores antes de su ratificación y o canje de instrumentos por el Presidente de la República.

10.  Recibir la acreditación de los embajadores, enviados extraordinarios y cónsules de otros potencias se acreditan ante el Presidente de la República. 
Comentario:

Es una atribución normal del Presidente de la República como Jefe de Estado recibir la acreditación de representantes de organismos supranacionales, internacionales o de otros estados. 

11. Ratificar y denunciar los Tratados internacionales, informando a la Cámara de los Diputados y al Senado.
Comentario:
Constituye una atribución adecuada  de la función de un Presidente de la República  semipresidencial que representa al Estado frente a la comunidad internacional y los organismos supra e internacionales o ante los demás estados.

12. El Presidente de la República, antes de ratificar un tratado internacional, tiene la facultad de someterlo al control del Tribunal Constitucional para que declare su conformidad con la Constitución en el caso de los preceptos legales y la conformidad de la Constitución con el respectivo tratado internacional.
Comentario:

Constituye una atribución del Presidente de la República como conductor de las relaciones y política internacional y como garante del funcionamiento regular del Estado y sus órganos, es tener legitimación activa para requerir el pronunciamiento del Tribunal Constitucional  en caso de duda de la compatibilidad entre la Constitución y el tratado aprobado que se someterá a ratificación o canje de instrumentos.

13. El Presidente de la República es el Comandante Supremo de las Fuerzas Armadas, en tiempo de paz, ejercerá el mando de las Fuerzas Armadas por medio del Ministro de Defensa Nacional.  Designará y removerá a los Comandantes en  jefes de las ramas de las Fuerzas Armadas y dispondrá el nombramiento, ascenso y retiro de los oficiales de las Fuerzas Armadas en la forma establecida por la Constitución y las leyes.

Comentario:

Es una atribución usual de un Jefe de Estado el ejercer el Comando Supremo de las Fuerzas Armadas, nombrar y remover a los Comandantes de las diversas ramas de las Fuerzas Armadas y realizar los nombramientos, ascensos y retiros de conformidad con la Constitución y las leyes, ello incluso se encuentra en diversos tipos de gobierno parlamentario, además de los tipos de gobierno semipresidencial, presidencial y presidencialistas.

14. Presidir los consejos y comités superiores de la defensa y seguridad nacional.

Comentario:

Esta atribución es un derivado lógico de sus funciones de Comando Supremo de las Fuerzas Armadas, determinadas en el numeral anterior.

15. Disponer de las fuerzas de aire, mar y tierra, organizarlas y distribuirlas, según las necesidades del país.

Comentario:

Esta atribución es un derivado lógico de sus funciones de Comando Supremo de las Fuerzas Armadas.

16. Declarar la guerra, previa autorización por ley.

Comentario:

El Presidente de la República como conducto de las relaciones internacionales y como Jefe de Estado y órgano representativo del Estado chileno es el que le corresponde la atribución de declarar formalmente la guerra, con todas sus consecuencias jurídicas internacionales y nacionales. 

17. Nombrar tres Ministros del Tribunal Constitucional con acuerdo del Senado expresado por mayoría de dos tercios de sus miembros en ejercicio. 

Comentario:

Esta atribución constituye un reconocimiento de una tradición jurídica nacional, inaugurada en la reforma constitucional que creó el Tribunal Constitucional durante el Gobierno del Presidente Frei Montalva, y que se ha mantenido en nuestro ordenamiento jurídico en el texto constitucional de 1980 y en la gran reforma constitucional de 2005, bajo la conducción del Presidente Ricardo Lagos. Estimamos que como perfeccionamiento de la integración del Tribunal Constitucional dicho nombramiento lo concrete el Presidente de la República con el acuerdo por mayoría calificada del Senado. El número de Ministros dependerá del número de integrantes del Tribunal Constitucional.

18. Nombrar a los magistrados y fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones y a los jueces letrados, a proposición en terna de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones, respectivamente; y a los  magistrados y fiscales judiciales de la Corte Suprema y al Fiscal Nacional, a proposición de dicha Corte y con acuerdo de dos tercios de los senadores en ejercicio, todo ello conforme a lo prescrito en esta Constitución;
Comentario:

Siendo una de las atribuciones presidenciales velar por el funcionamiento regular de los poderes públicos y siendo una de las bases propias del Estado Constitucional democrático, la independencia e imparcialidad de los magistrados que integran el Poder Judicial, como asimismo, el procedimiento de nombramiento existente en la actualidad no ha producido mayores problemas, se sugiere mantenerlo.

19. Velar por la conducta ministerial de los jueces y demás empleados del Poder Judicial y requerir, con tal objeto, a la Corte Suprema para que, si procede, declare su mal comportamiento, o al ministerio público, para que reclame medidas disciplinarias del tribunal competente, para que, si hubiere mérito bastante, entable la correspondiente acusación; 

Comentario:

Es una atribución presidencial regular que se ha ejercido en el constitucionalismo chileno sin generar problemas y constituye una de las tareas presidenciales de velar por el funcionamiento regular de los poderes públicos.

20. Otorgar indultos particulares en los casos y formas que determine la ley. El indulto será improcedente en tanto no se haya dictado sentencia ejecutoriada en el respectivo proceso. Los funcionarios acusados por la Cámara de Diputados y condenados por el Senado, sólo pueden ser indultados por el Congreso;
Comentario:

Se mantiene una atribución presidencial clásica del Presidente de la República como Jefe de Estado, que ha tenido continuidad en el constitucionalismo chileno y que hoy se encuentra reglamentada legalmente.

21. Nombrar al Contralor General de la República con acuerdo de la mayoría de tres quintos de los senadores en ejercicio.

Comentario:

En un tipo de gobierno semipresidencial con un ejecutivo dualista en que se diferencian claramente los roles de Jefe de Estado y de Gobierno, se justifica aún mas que en el presidencialismo que el Jefe de Estado participe en la determinación del Contralor General de la República que tiene como funciones el control de juridicidad de los actos del gobierno y la administración, sin perjuicio de sus otras atribuciones constitucionales y legales.

22. Disponer de potestad administrativa para organizar la estructura y funcionamiento de los servicios públicos dependientes de la Presidencia de la República, como nombrar y remover a los funcionarios que la ley determine como de su exclusiva confianza.

Comentario:

El Presidente de la República como Jefe de Estado dispone de oficinas institucionales como de personal administrativo de los servicios de la Presidencia de la República, respecto de los cuales podrá determinar su estructura y funcionamiento, sin perjuicios de su establecimiento, planta y remuneraciones fijadas por ley.

23. El Presidente de la República confiere órdenes y condecoraciones de conformidad con las regulaciones legales y reglamentarias.
Comentario: 

Es una función regular de los jefes de Estado, la cual se ejerce de conformidad con las regulaciones legales y reglamentarias correspondientes.
II. El Presidente de la República ejerce en Consejo de Ministros, las siguientes atribuciones: 

1. el nombramiento de los Ministros de Estado.

Comentario

El Presidente de la República, se reserva con más atención, los nombramientos de los ministros  de Relaciones Exteriores y  de Defensa, en la medida en que en dichas materias le corresponde una función de dirección de las políticas respectivas.  

2. La acreditación de embajadores y ministros extraordinarios ante organismos internacionales o ante otros estados. 

Comentario:

El Presidente  de la República adopta la decisión a propuesta del Primer Ministro, debiendo producirse el consiguiente consenso con el gobierno..

3. La firma los reglamentos y decretos emitidos en Consejo de Ministros;

Comentario:

Estos reglamentos y decretos deben llevar la firma tanto del Presidente de la República como del Primer Ministro.

4. El nombramientos de los directores de los servicios públicos centralizados y desconcentrados de la administración y los generales y almirantes de las ramas de las Fuerzas Armadas; como militares de conformidad con las regulaciones constitucionales y legales; 

Comentario:

La firma de los nombramientos de  los directores de servicios públicos centralizados y desconcentrados de la administración y los generales y almirantes de las ramas de las Fuerzas Armadas se concreta en Consejo de Ministros bajo propuesta del Primer Ministro y el nombramiento se  concreta por decreto del   Presidente de la República.

Una ley orgánica constitucional determinará los demás cargos que deben ser nombrados por el Presidente de la República  en Consejo de Ministros, así como las condiciones en las cuales el Presidente de la República podrá delegar su competencia en los nombramientos para ser ejercida en su nombre.

El Gobierno

Artículo 33. El gobierno conformado por el Primer Ministro y el Consejo de Gabinete,  de acuerdo a su programa de gobierno aceptado por la moción de confianza de la Cámara de Diputados, dirige la política interior del Estado, la Administración del Estado y los asuntos del Estado no reservados a otros órganos del Estado o a los Gobiernos regionales y las Municipalidades.

Corresponde al Gobierno, de conformidad con la Constitución y las leyes, asegurar la ejecución de las leyes; ejercer la potestad administrativa autónoma y de ejecución de las leyes; coordinar y fiscalizar el trabajo de los servicios públicos y de entidades  desconcentradas de la administración del Estado como realizar la o realizar la supervigilancia de las entidades descentralizadas administrativamente; proteger los intereses de la Hacienda Pública; aprobar el proyecto de presupuesto del Estado que será sometido a consideración del Congreso Nacional;  supervisar la ejecución del Presupuesto del Estado e informar sobre la ejecución del Presupuesto; garantizar la seguridad interior del Estado y el orden público; establecer su propia organización y funcionamiento.

Comentario: Como ya hemos explicitado con anterioridad, el tipo de gobierno semipresidencial implica la existencia de un ejecutivo dualista, en que además del Presidente de la República que ejerce las competencias ya analizadas anteriormente, existe un gobierno conducido por un Primer Ministro y los ministros que constituyen el Consejo de Gabinete, que requiere para ser investido por parte del Presidente de la República de la confianza de la Cámara de Diputados. Corresponde a este órgano conducir la política interna del Estado conforme a su programa de Gobierno.
Primer Ministro

Artículo 34. El Primer Ministro es nombrado por el Presidente de la República oídos los partidos representados en la Cámara de Diputados y teniendo en cuenta los resultados electorales. Los ministros que integran el Consejo de Gabinete serán nombrados por el Presidente de la República a propuesta del Primer Ministro.

Comentario: El Primer Ministro es el Jefe de Gobierno y quién conduce la política interna del Estado junto con su gabinete de ministros

Artículo 35. El Primer Ministro debe concurrir a la Cámara de Diputados dentro de los diez primeros días de su  nombramiento para presentar su programa de gobierno, en el cual deben encontrarse las principales orientaciones políticas y medidas a adoptar o a proponer en los diversos dominios de la actividad gubernamental. El Presidente de la Cámara de Diputados si es que ella no se encuentra en funcionamiento efectivo debe convocarla inmediatamente para concretar  el debate y pronunciamiento  sobre dicho  programa de gobierno. El debate sobre la materia no puede exceder  de tres días desde su inicio hasta su finalización, durante el cual cualquier grupo parlamentario puede solicitar su rechazo o el Primer Ministro solicitar la aprobación de un voto de confianza. El rechazo del voto de confianza exige la concurrencia de la mayoría absoluta de los diputados que integran la Cámara de Diputados.

Los ministros integrantes del Consejo de Gabinete quedan obligados por el  programa del Gobierno y a las deliberaciones del Consejo de Gabinete.  

Comentario: esta disposición regula el procedimiento que lleva a la investudura del gobierno mediante el voto de confianza de la Cámara de Diputados, como asimismo se determina el quórum por el cual se concreta el rechazo del voto de confianza. Asimismo se determina la vinculatoriedad para los ministros del programa de gobierno y de los acuerdos adoptados en Consejo de Gabinete.
Artículo 36. El Primer Ministro representa al Consejo de Gabinete; dirige el trabajo del mismo; promulga los reglamentos; determina la forma de ejecución de las políticas adoptadas por el Consejo de Gabinete y las supervisa; coordina y controla el trabajo de los miembros del Consejo de Gabinete; ejerce la supervisión de los gobiernos regionales y las Municipalidades, dentro de los límites y por los medios establecidos en la Constitución y en la ley; es la autoridad superior de los funcionarios de la Administración del Estado.
El 21 de mayo de cada año, el Primer  Ministro  dará cuenta al país del estado administrativo y político de la Nación ante el Congreso Pleno.
Comentario: el artículo determina algunas competencias del Primer Ministro, como asimismo precisa su obligación de dar cuanta al país anualmente sobre el estado administrativo y político de la nación ente el Congreso..
Artículo 37. Son atribuciones especiales del Primer Ministro:

1º. Elaborar y proponer a la Cámara de Diputados el programa de gobierno, el que debe ser aprobado por esta por una moción de confianza;

2°. Proponer al Presidente de la República los ministros que conformarán el Consejo de Gabinete;

3°.Proponer al Presidente de la República el cambio de uno o más ministros que integran el Consejo de Gabinete; 

4°. Presentar ante la Cámara de Diputados una declaración general de política de gobierno  o sobre todo asunto relevante de importancia nacional, solicitando su aprobación por una moción de confianza;

5°. Proponer al Presidente de la República, la disolución de la Cámara de Diputados. Dicha proposición no podrá ser propuesta ni deliberada cuando se haya presentado una moción de censura y esta se encuentre en trámite o cuando se encuentre vigente un Estado de Excepción Constitucional

6°. Presentar al Presidente de la República la dimisión del Consejo de Gabinete previa deliberación de éste,

7°. Proponer al Presidente de la República, previa deliberación del Consejo de Gabinete, la disolución de la Cámara de Diputados;

8°. Ejercer la iniciativa de ley y la iniciativa exclusiva de ley en los casos establecidos por la Constitución y concurrir a la formación de las leyes con arreglo a la Constitución y sancionarlas; 

9º. Pedir, indicando los motivos, que se cite a sesión a cualquiera de las ramas del Congreso Nacional. En tal caso, la sesión deberá celebrarse a la brevedad posible; 

10°. Adoptar la decisión por su propia iniciativa o a petición de un grupo parlamentario,  de hacer una declaración sobre un tema relevante determinado de gobierno  que dé lugar a debate, y podrá, si lo decide, ser objeto de una votación de una o ambas cámaras sin plantear su responsabilidad.
11º. Dictar, previa delegación de facultades del Congreso, decretos con fuerza de ley sobre las materias que señala la Constitución;

12º.  Convocar a plebiscito en los casos del  actual artículo  128;

13º. Ejercer la potestad reglamentaria autónoma en todas  aquellas materias que no sean propias del dominio legal, sin perjuicio de la facultad de dictar los demás reglamentos, decretos e instrucciones que crea convenientes para la ejecución de las leyes; con excepción de las atribuciones de ejercicio de la potestad reglamentaria que la Constitución reconoce a otras autoridades estatales;

14º. Proponer al Presidente de la República el nombramiento  y remoción a su voluntad a los ministros; subsecretarios, delegados gubernativos regionales y gobernadores;  estos funcionarios son de confianza del Primer Ministro y se mantendrán en tales cargos mientras cuenten con ella y no sean destituidos por un voto de censura de la Cámara de Diputados.

15º. Nombrar y remover a los funcionarios que la ley denomina como de su exclusiva confianza y proveer los demás empleos civiles en conformidad a la ley. La remoción de los  demás funcionarios se hará de acuerdo a las disposiciones que ésta determine;

16º. Conceder jubilaciones, retiros, montepíos y pensiones de gracia, con arreglo a las leyes; 

17º. Cuidar de la recaudación de las rentas  públicas y decretar su inversión con arreglo a la ley. El Primer Ministro, con la firma de todos los Ministros, podrá decretar pagos no autorizados por ley, para atender necesidades impostergables derivadas de calamidades públicas, de agresión exterior, de conmoción interna, de grave daño o peligro para la seguridad nacional o del agotamiento de los recursos destinados a mantener servicios que no puedan paralizarse sin serio perjuicio para el país. El total de los giros que se hagan con estos objetos no podrá exceder anualmente del dos por ciento (2%) del monto de los gastos que autorice la Ley de Presupuestos. Se podrá contratar empleados con cargo a esta misma ley, pero sin que el ítem respectivo pueda ser incrementado ni disminuido mediante traspasos. Los Ministros de Estado o funcionarios que autoricen o den curso a gastos que contravengan lo dispuesto en este número serán responsables solidaria y personalmente de su reintegro, y culpables del delito de malversación de caudales públicos.

18° Establecer los estados de excepción y la prórroga de ellos, de conformidad con la Constitución y la ley.

19° Refrendar los actos del Presidente de la República que determine la Constitución.

20°. Requerir al Tribunal Constitucional para que se pronuncie sobre la Constitucionalidad de de proyectos de ley que se encuentran en tramitación en cualquiera de la cámaras del Congreso Nacional, al término de su trámite legislativo y antes de su promulgación por parte del Presidente de la República;

21°. Ejercer las otras atribuciones que determine la Constitución o las leyes.

Comentario: El artículo 37 especifica las principales atribuciones constitucionales que ejerce el Primer Ministro, sin perjuicio de otras que determine el texto de la Constitución o las leyes.
Artículo 38. El Primer Ministro, realizará los cambios oportunos en la composición del Consejo de Gabinete, proponiendo al Presidente de la República los nombramientos respectivos.
Comentario: Constituye una atribución política del Primer Ministro, el de realizar ajustes ministeriales para el buen, eficiente y eficaz deempeño de la acción de gobierno, los que debe proponer al Presidente de la República, para que este haga los nombramientos respectivos.
Artículo 39. El Primer Ministro puede proponer a la Cámara de los Diputados una cuestión de confianza. La confianza se entenderá otorgada por la  Cámara de Diputados por mayoría simple siempre que,  al menos dicha mayoría represente un tercio de los  diputados en ejercicio.

El Primer Ministro podrá, previa deliberación del Consejo de Ministros, plantear la responsabilidad del Gobierno ante la Cámara de Diputados sobre la votación de un texto En tal caso este texto se considerará aprobado por la Cámara de Diputados, salvo si se presenta una moción de censura dentro de las veinticuatro horas siguientes, la cual  si se presentaré será votada dentro de las 72 horas siguientes a su presentación, la cual sólo será aprobada si fuere votada favorablemente por la mayoría de los miembros en ejercicio de dicha Cámara. 

Comentario: En el tipo de gobierno semipresidencial, el gobierno conducido por el Primer Ministro debe contar con la confianza de la Cámara de Diputados para desarrollar sus funciones, las que se concretan por mociones o cuestiones de confianza o de pérdida de confianza, con las consecuencias políticas consiguientes.
Artículo 40. El Primer Ministro  presentará la dimisión del Consejo de Gabinete ante el Presidente de la República, una vez constituida  la Cámara de los Diputados recién electa.
El Primer Ministro debe presentar la dimisión del Consejo de Gabinete ante el Presidente de la República en los siguientes casos:

1) Al inicio de una nueva legislatura, que sigue a una nueva elección de la Cámara de Diputados;
2) Cuando la moción de confianza sobre el gobierno haya sido rechazada por la Cámara de los Diputados o cuando haya sido rechazada por dicha Cámara una declaración de política general formulada por el  gobierno;

3) Cuando se ha producido la  aceptación por el Presidente de la República de la petición de dimisión del gobierno presentada por el Primer Ministro;
4) Cuando se haya aprobado por la Cámara de Diputados una moción de desconfianza constructiva contra el Consejo de Gabinete;

5) Cuando se haya aprobado en la Cámara de Diputados una censura respecto del gobierno  respecto de un texto presentado por este conforme determina el inciso 2° del artículo 39.

6) Por la muerte o la incapacidad física o mental permanente del Primer Ministro

El Presidente de la República, al aceptar la dimisión del Consejo de Gabinete, le ordenará continuar en funciones ejerciendo la administración corriente hasta que sea designado un nuevo Consejo de Gabinete.
Comentario: Al concretarse una nueva elección de Cámara de Diputados el gobierno hasta entones existente debe presentar su dimisión, ya que el nuevo gobierno debe emanar de la confianza de la nueva Cámara de Diputados. Igualmente el Primer Ministro debe presentar la dimisión del gobierno en todas aquellas hipótesis en que este haya perdido la confianza parlamentaria. El Presidente de la República al aceptar la dimisión del gobierno y velando por el funcionamiento regular de las instituciones debe ordenarle al gobierno dimisionario continuar con la administración corriente hasta que un nuevo gobierno que cuente con la confianza parlamentaria sea investido de sus funciones.
Artículo 41. Los reglamentos autónomos  y los reglamentos y decretos de ejecución de las leyes emitidos por el Primer Ministro deberán firmarse por el Ministro respectivo y no serán obedecidos sin este esencial requisito. Los decretos e instrucciones podrán expedirse con la  sola firma del Ministro respectivo, por orden del Primer Ministro, en conformidad a las normas que al efecto establezca la ley.

Comentario: En gobierno semipresidencial la potestad reglamentaria autónoma o de ejecución de las leyes queda en manos del gobierno que cuenta con la confianza parlamentaria, debiendo ser firmados por el Primer Ministro y el Ministro del  o de las áreas respectivas. Sólo los decretos e instrucciones pueden ser fiemados por el ministro respectivo por órden del Primer Ministro 

Consejo de Gabinete

Artículo 42. El Consejo de Gabinete está integrado por el Primer Ministro y los Ministros. El  Consejo de Gabinete puede designar, también, de entre sus miembros, a sus Vicepresidentes.

El Primer Ministro y los Vicepresidentes pueden desempeñar funciones ministeriales.
La ley determinará el número y organización de los Ministerios, como también el orden de precedencia de los Ministros titulares.

Comentario: El Consejo de Gabinete es un órgano fundamental del gobierno, el cual es dirigido por el Primer Ministro e integrado por los ministros, pudiendo designarse Vicepresidentes del Gobierno, Asimismo será la ley la que regule los ministerios y el orden de precedencia de los ministros.
Artículo 43. El Consejo de Gabinete es conjuntamente responsable ante la Cámara de los Diputados de su actividad., como asimismo, los miembros del Consejo de Gabinete son individualmente responsables ante la Cámara de los Diputados de las materias de su competencia o encomendadas a ellos por el Primer Ministro.
Corresponde al Consejo de Gabinete debatir sobre la petición de confianza a la Asamblea de la República;  aprobar los proyectos  de ley y de resolución; aprobar los Decretos con Fuerza de Ley, así como los acuerdos Internacionales  que no requieren ser aprobados por el Congreso Nacional; aprobar los actos de gobierno que supongan aumento o disminución de los ingresos o gastos públicos; deliberar sobre otros asuntos competencia del Gobierno, que le sean atribuidos por lla Constitución o la ley.

El Consejo de Gabinete, a petición del Primer Ministro, puede revocar un reglamento u orden de un Ministro.  

Comentario: El Consejo de Gabinete como órgano de gobierno es colectivamente responsable de los acuerdos que adopte, como cada uno de sus miembros es responsable del ejercicio específico de sus competencias en el ámbito jurídico y político. Corresponde entre las atribuciones del Consejo de Gabinete debatir las peticiones de confianza ante la Cámara de diputados, aprobar los proyectos de ley y de resoluciones, los acuerdos internacionales que no requieren de ley, entre otras materias determinadas por la Constitución o la ley. El Consejo de Gabinete puede revocar reglamentos y órdenes de ministros específicos.

Ministros 
Artículo 44. Los Ministros dirigen el correspondiente Ministerio y los servicios de la Administración dependientes del mismo, además de realizar  las tareas que les asigne el Primer Ministro. La competencia del Ministro en la dirección de su Ministerio se establecen por ley.

Los Ministros, en la dirección de su Ministerio, están habilitados para dictar reglamentos. 

Artículo 45. Para ser nombrado Ministro se requiere ser chileno, tener cumplidos veintiún años de edad y reunir los requisitos generales para el ingreso a la Administración Pública. En los casos de ausencia, impedimento o renuncia de un Ministro, o cuando por otra causa se produzca la vacancia del cargo, será reemplazado en la forma que determina la Constitución y la ley. 

Comentario: Se mantienen las reglas constitucionales vigentes, que actualmente regulan la materia.
Artículo 46. Los Ministros serán responsables individualmente de los actos que firmaren y solidariamente de los que suscribieren o acordaren con los otros Ministros. 

Comentario: disposición constitucional propia de un Estado de Derecho democrático constitucional, donde las autoridades son responsables de sus actos en el ámbito jurídico y político.
Artículo 47.  Los Ministros podrán, cuando lo estimaren conveniente, asistir a las sesiones de la Cámara de Diputados o del Senado, y tomar parte en sus debates, con preferencia para hacer uso de la palabra.

Durante la votación podrán rectificar los conceptos emitidos por cualquier diputado o senador al fundamentar su voto. Sin perjuicio de lo anterior, los Ministros deberán concurrir personalmente a las sesiones especiales que la Cámara de Diputados o el Senado convoquen para informarse sobre asuntos que, perteneciendo al ámbito de atribuciones de las correspondientes Secretarías de Estado, acuerden tratar. 

Comentario: Los ministros que integran el gobierno que en el tipo de gobierno semipresidencial cumple la función colegisladora que cumplía en el presidencialismo puro el Presidente de la República, en tal función pueden participar del debate de los proyectos de ley en ambas cámaras del Congreso Nacional, de manera similar a como ocurre actualmente pero no ya en representación del Presidente sino del gobierno.
Artículo 48. A los Ministros les serán aplicables las incompatibilidades establecidas en el inciso primero del artículo 63 (artículo 58 actualmente vigente). Por el solo hecho de aceptar el nombramiento, el Ministro cesará en el cargo, empleo, función o comisión incompatible que desempeñe. 

Durante el ejercicio de su cargo, los Ministros estarán sujetos a la prohibición de celebrar o caucionar  contratos con el Estado, actuar como abogados o mandatarios en cualquier clase de juicio o como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo, ser director de bancos o de alguna sociedad anónima y ejercer cargos de similar importancia en estas actividades. 

Comentario: Este artículo opta por mantener la separación de funciones ministeriales y parlamentarias como ocurre en diversos gobiernos semipresidenciales.

Bases generales de la Administración del Estado

Artículo 49.- Una ley orgánica constitucional determinará la organización básica de la Administración Pública, garantizará la carrera funcionaria y los principios de carácter técnico y profesional en que deba fundarse, y asegurará tanto la igualdad de oportunidades de ingreso a ella como la capacitación y el perfeccionamiento de sus integrantes. 

Cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por  la Administración del Estado, de sus organismos, de los gobiernos regionales o de las municipalidades, podrá reclamar ante los tribunales que determine la ley, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que hubiere causado el daño. 

Comentario: Se mantiene la disposición constitucional actualmente vigente sobre la materia.
Congreso Nacional

Artículo 50. El Congreso Nacional se compone de dos ramas: la Cámara de Diputados y el Senado. Ambas concurren a la formación de las leyes en conformidad a esta Constitución y tienen las demás atribuciones que ella establece. 

Comentario: Se mantiene el bicameralismo chileno, aún cuando el tipo de gobierno semipresidencial lleva a establecer un bicameralismo asimétrico. El semipresidencialismo es plenamente compatible con el unicameralismo. Cualquiera de las dos opciones son legitimas y posibles de implementar. 
Composición y generación de la Cámara de Diputados y del Senado.

Artículo 51. La Cámara de Diputados está integrada por miembros elegidos en votación directa por  distritos electorales. La ley orgánica constitucional respectiva determinará el número de diputados, los distritos electorales y la forma de su elección. 

La Cámara de Diputados se renovará en su totalidad cada cuatro años. 

Artículo 52. Para ser elegido diputado se requiere ser ciudadano con derecho a sufragio, tener cumplidos veintiún años de edad, haber cursado la enseñanza media o equivalente, y tener residencia en la región a que pertenezca el distrito electoral correspondiente durante un plazo no inferior a dos años, contado hacia atrás desde el día de la elección. 

Comentario: no hay innovación en la materia.
Artículo 53. El Senado se compone de miembros elegidos en votación directa por circunscripciones senatoriales, en consideración a las regiones del país,

cada una de las cuales constituirá, a lo menos, una circunscripción. La ley orgánica constitucional respectiva determinará el número de Senadores, las circunscripciones senatoriales y la forma de su elección. 

Los senadores durarán ocho años en su cargo y se renovarán alternadamente cada cuatro años, en la forma que determine la ley orgánica constitucional respectiva.

Comentario para artículos 51 y 53.

Se mantienen las disposiciones constitucionales vigentes. Consideramos que la alternativa que ofrece más satisfacciones a la ciudadanía y explicita mejor la representatividad, la tendencia a la colaboración y al compromiso se encuentra en el ámbito de la representación proporcional. Dentro de la representación proporcional nos inclinamos por distritos medianos de 5 a 10 escaños con método D’Hont  o método de la igualación (Udda o Sainte Lague) o alternativamente por un sistema de representación proporcional personalizado como el existente en Alemania Federal, en el cual se combinan distritos uninominales con un segundo voto por listas cerradas bloqueadas presentadas por los partidos políticos, en que la proporción de este segundo voto de lista del ciudadano, es el que determina la representación de cada fuerza política en el parlamento, ya que los cargos de lista se atribuyen a los partidos descontando los cargos obtenidos directamente del voto ciudadano  en las circunscripciones uninominales, de manera que cada partido tiene una representación fidedigna en el parlamento, ampliamente representativa de la voluntad ciudadana. En esta materia no hay dogma posible y hay varias alternativas adecuadas y legítimas.

El sistema electoral proporcional personalizado otorga a cada fuerza electoral la cuota de representación que corresponde a sus votos y al apoyo ciudadano, pero los parlamentarios obtenidos emanan en parte de la decisión directa del elector por el parlamentario en los distritos uninominales y de su preferencia ideológico programática en el segundo voto por lista de partidos, posibilitando una mayor cercanía con los electores y una rendición mas efectiva de cuenta de los parlamentarios.

Debe dejarse claro que esta perspectiva es distinta a la existencia de sistemas que establecen una amplia proporción de distritos uninominales y una proporción minoritaria de diputados elegidos por sistema proporcional como actualmente existe en México y otros países del área.

Artículo 54. Para ser elegido senador se requiere ser ciudadano con derecho a sufragio, haber cursado la enseñanza media o equivalente y tener cumplidos treinta y cinco años de edad el día de la elección. 

Comentario: Se mantiene disposición constitucional vigente.
Artículo 55.  Se entenderá que los diputados tienen, por el solo ministerio de la ley, su residencia en la región correspondiente, mientras se encuentren en ejercicio de su cargo.
Las elecciones de diputados y de senadores se efectuarán conjuntamente. Los parlamentarios podrán ser reelegidos en sus cargos hasta completar un  máximo de tres periodos. 

Las vacantes de diputados y las de senadores se proveerán con el ciudadano que señale el partido político al que pertenecía el parlamentario que produjo la vacante al momento de ser elegido. 

Los parlamentarios elegidos como independientes no  serán reemplazados. Los parlamentarios elegidos como independientes que  hubieren postulado integrando lista en conjunto con uno o  más partidos políticos, serán reemplazados por el  ciudadano que señale el partido indicado por el respectivo parlamentario al momento de presentar su declaración de candidatura. 

El reemplazante deberá reunir los requisitos para ser elegido diputado o senador, según el caso. Con todo, un diputado podrá ser nominado para ocupar el puesto de un senador, debiendo aplicarse, en ese caso, las normas de los incisos anteriores para llenar la vacante que deja el diputado, quien al asumir su nuevo cargo cesará en el que ejercía.

El nuevo diputado o senador ejercerá sus funciones por el término que faltaba a quien originó la vacante. 

En ningún caso procederán elecciones complementarias. 

Comentario: se mantiene disposición constitucional vigente.
Atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados

Artículo 56.- Son atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados: 

1) Fiscalizar los actos del Gobierno. Para ejercer esta  atribución la Cámara puede: 

a) Adoptar acuerdos o sugerir observaciones, con el voto de la mayoría de los diputados presentes, los que se transmitirán por escrito al Primer Ministro, quien deberá dar respuesta fundada por medio del Ministro de Estado que corresponda, dentro de treinta días.

Sin perjuicio de lo anterior, cualquier diputado, con el voto favorable de un tercio de los miembros presentes de la Cámara, podrá solicitar determinados antecedentes al Gobierno. El Primer Ministro contestará fundadamente por intermedio del Ministro de Estado que corresponda, dentro del mismo plazo señalado en el párrafo anterior.

b) Citar a un Ministro de Estado, a petición de a lo menos una cuarta parte de los diputados en ejercicio, a fin de formularle preguntas en relación con materias vinculadas al ejercicio de su cargo. Con todo, un mismo Ministro no podrá ser citado para este efecto más de tres veces dentro de un año calendario, sin previo acuerdo de la mayoría absoluta de los diputados en ejercicio.

La asistencia del Ministro será obligatoria y deberá responder a las preguntas y consultas que motiven su citación, 

c) Crear comisiones especiales investigadoras a petición de a lo menos una cuarta parte de los diputados en ejercicio, con el objeto de reunir informaciones relativas a determinados actos del Gobierno.

Las comisiones investigadoras, a petición de un tercio de sus miembros, podrán despachar citaciones y solicitar antecedentes. Los Ministros de Estado, los demás funcionarios de la Administración y el personal de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, que sean citados por estas comisiones, estarán obligados a comparecer y a suministrar

los antecedentes y las informaciones que se les soliciten.

No obstante, los Ministros de Estado no podrán ser citados más de tres veces a una misma comisión investigadora, sin previo acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.

La ley orgánica constitucional del Congreso Nacional regulará el funcionamiento y las atribuciones de las comisiones investigadoras y la forma de proteger los derechos de las personas citadas o mencionadas en ellas. 

2) La Cámara de Diputados debatirá y aprobara las  mociones de desconfianza constructiva del Consejo de Gabinete y las censuras individuales de ministros. 

a) Las mociones de desconfianza constructiva se aprobarán por mayoría los diputados en ejercicio.

La moción debe ser presentada al menos por treinta Diputados y  debe incluir un candidato a Primer Ministro. Si la moción es aprobada por la Cámara de los Diputados, el Presidente de la República aceptará la dimisión del Consejo de Gabinete y designará al nuevo Primer Ministro elegido  por la Cámara de los Diputados, y, a propuesta del mismo, a los otros miembros del Consejo de Gabinete, y aceptará el juramento de sus cargos.

La votación de la moción de desconfianza constructiva mencionada  se concretará no antes de siete días ni después de quince días desde su presentación. No podrán presentarse mociones posteriores hasta transcurridos seis meses desde el día en que se presentó la primera. Se exceptúan de esta regla las mociones presentadas al menos por cuarenta y cinco  diputados en ejercicio.


b)  La Cámara de Diputados aprobará la censura de ministros individualmente considerados, la que deberá ser presentada por a lo menos treinta diputados y ella se aprobará por la mayoría de los diputados en ejercicio.

Corresponderá al Presidente de la República cesar al Ministro contra quien la Cámara de los Diputados haya aprobado una moción de censura por mayoría absoluta.


La ley orgánica constitucional del congreso regulará los procedimientos y forma en que se concretará el debate y votación de las mociones de desconfianza constructiva y de censura de ministros individualmente considerados.

3) Declarar si han o no lugar las acusaciones que no menos de diez ni más de veinte de sus miembros formulen en  contra de las siguientes personas:

a) Del Presidente de la República, por actos de su administración que hayan comprometido gravemente el honor o la seguridad de la Nación, o infringido abiertamente la Constitución o las leyes. Esta acusación podrá interponerse mientras el Presidente esté en funciones y en los seis meses siguientes a su expiración en el cargo.

Durante este último tiempo no podrá ausentarse de la República sin acuerdo de la Cámara;

b) De los Ministros de Estado, por haber comprometido gravemente el honor o la seguridad de la Nación, por infringir la Constitución o las leyes o haber dejado éstas sin ejecución, y por los delitos de traición, concusión, malversación de fondos públicos y soborno;

c) De los magistrados de los tribunales superiores de justicia y del Contralor General de la República, por notable abandono de sus deberes;

d) De los generales o almirantes de las instituciones pertenecientes a las Fuerzas de la Defensa Nacional, por haber comprometido gravemente el honor o la seguridad de la Nación, y 

e) De los delegados gubernamentales regionales, los gobernadores regionales y de la autoridad  que ejerza el Gobierno en los territorios especiales a se refiere el artículo 126 bis, por infracción de la Constitución y por los delitos de traición, sedición, malversación de fondos públicos y concusión.

La acusación se tramitará en conformidad a la ley orgánica constitucional relativa al Congreso Nacional.
Las acusaciones referidas en las letras b), c), d) y e) podrán interponerse mientras el afectado esté en funciones o en los tres meses siguientes a la expiración en su cargo.

Interpuesta la acusación, el afectado no podrá ausentarse del país sin permiso de la Cámara y no podrá hacerlo en caso alguno si la acusación ya estuviere aprobada por ella.

Para declarar que ha lugar la acusación en contra del Presidente de la República se necesitará el voto de la mayoría de los diputados en ejercicio.

En los demás casos se requerirá el de la mayoría de los diputados presentes y el acusado quedará suspendido en sus funciones desde el momento en que la Cámara declare que ha lugar la acusación. La suspensión cesará si el Senado

desestimare la acusación o si no se pronunciare dentro de los treinta días siguientes.

4. Por iniciativa de un tercio de los diputados en ejercicio, se puede presentar a la decisión de la Cámara de Diputados aprobada por tres quintas partes de sus miembros en ejercicio, el sometimiento del Presidente de la República a un referéndum que determine su destitución del cargo, que debe realizarse  el trigésimo día después , o el día domingo posterior más próximo de aquel en que se adoptó la decisión  por la Cámara de Diputados de realizar el plebiscito, el cual para ser válido y producir efectos jurídicos de destitución del Presidente de la República, debe lograr la aprobación de dicha destitución  por la mayoría absoluta de los sufragios válidamente emitidos con la participación, al menos, del cuarenta por ciento del cuerpo electoral. Adoptada dicha decisión por la Cámara de Diputados,  el Presidente queda suspendido de sus funciones, las cuales son asumidas por el Vicepresidente de la República.  Si el referéndum se pronuncia a favor de la destitución del Presidente de la República por el quórum determinado constitucionalmente, este cesará en el cargo, debiendo convocarse a nuevas elecciones presidenciales por parte del Vice Presidente de la República dentro del plazo de treinta días para realizarse el día domingo siguiente al nonagésimo día  posterior a la convocación. Por el contrario, si el Presidente es ratificado en el cargo por la confianza ciudadana explicitada en el referéndum al rechazar su destitución, este reasume sus funciones y disuelve la Cámara de Diputados llamando de inmediato a una nueva elección que deberá realizarse el domingo siguiente al nonagésimo día de disuelta la Cámara de Diputados por Decreto Supremo del Presidente de la República. 

La atribución de convocar a referéndum para determinar la eventual destitución del Presidente de la República, lo podrá ejercer la Cámara de Diputados una sola vez durante el respectivo periodo del mandato parlamentario.

Comentario: Las atribuciones de fiscalizaciónn de la Cámara de Diputados  se acrecientan en el tipo de gobierno semipresidencial, por la lógica interrelación entre la Cámara de Diputados y el gobierno y su relación de confianza política, donde el segundo no puede permanecer en funciones sin el respaldo de la Cámara de Diputados.
Atribuciones exclusivas del Senado

Artículo 57. Son atribuciones exclusivas del Senado: 

1) Conocer de las acusaciones que la Cámara de Diputados entable con arreglo al artículo anterior. 

El Senado resolverá como jurado y se limitará a declarar si el acusado es o no culpable del delito, infracción o abuso de poder que se le imputa.

La declaración de culpabilidad deberá ser pronunciada por los dos tercios de los senadores en ejercicio cuando se trate de una acusación en contra del Presidente de la República, y por la mayoría de los senadores en ejercicio

en los demás casos.

Por la declaración de culpabilidad queda el acusado destituido de su cargo, y no podrá desempeñar ninguna función pública,  no electiva por sufragio popular, por el término de cinco años.

El funcionario declarado culpable será juzgado de acuerdo a las leyes por el tribunal competente, tanto para la aplicación de la pena señalada al delito, si lo

hubiere, cuanto para hacer efectiva la responsabilidad civil por los daños y perjuicios causados al Estado o a particulares; 

2) Decidir si ha o no lugar la admisión de las acciones judiciales que cualquier persona pretenda iniciar en contra de algún Ministro de Estado, con motivo de los perjuicios que pueda haber sufrido injustamente por acto de éste en el desempeño de su cargo; 

3) Conocer de las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales superiores de justicia; 

4) Otorgar la rehabilitación de la ciudadanía en el caso del actual artículo 17, número 3° de esta Constitución; 

5) Prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran. 

Si el Senado no se pronunciare dentro de treinta días después de pedida la urgencia por el Presidente de la República, se tendrá por otorgado su asentimiento; 

6) Otorgar su acuerdo para que el Presidente de la República pueda ausentarse del país por más de treinta días o en los últimos noventa días de su período; 

7) Declarar la inhabilidad del Presidente de la República o del Presidente electo cuando un impedimento físico o mental lo inhabilite para el ejercicio de sus

funciones; y declarar asimismo, cuando el Presidente de la República haga dimisión de su cargo, si los motivos que la originan son o no fundados y, en consecuencia, admitirla o desecharla. En ambos casos deberá oír previamente al Tribunal Constitucional; 

8) Aprobar, por la mayoría de sus miembros en  ejercicio, la declaración del Tribunal Constitucional a que se refiere la segunda parte del Nº 10º del artículo 93; 

9) Aprobar, en sesión especialmente convocada al  efecto y con el voto conforme de los dos tercios de los  senadores en ejercicio, la designación de los ministros y fiscales judiciales de la Corte Suprema y del Fiscal  Nacional, 

10) Dar su dictamen al Presidente de la República en  los casos en que éste lo solicite. 

El Senado, sus comisiones y sus demás órganos, incluidos los comités parlamentarios si los hubiere, no podrán fiscalizar los actos del Gobierno ni de las entidades que de él dependan, ni adoptar acuerdos que impliquen fiscalización. 

Comentario: Se mantiene en sus aspectos fundamentales la disposición constitucional actualmente vigente.
Atribuciones exclusivas del Congreso 

Artículo 58. Son atribuciones del Congreso: 

1) Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su  ratificación. La aprobación de un tratado requerirá, en cada Cámara, de los quórum que corresponda, en conformidad  a las materias que ellos regulen, y se someterá, únicamente en lo pertinente,  a su debate y aprobación, a los trámites que en el derecho interno se somete una ley.

El Presidente de la República informará al Congreso sobre el contenido y el alcance del tratado, así como de las reservas que pretenda confirmar o formularle.

El Congreso podrá sugerir la formulación de reservas y declaraciones interpretativas a un tratado internacional, en el curso del trámite de su aprobación, siempre que ellas procedan de conformidad a lo previsto en el propio tratado o en las normas generales de derecho internacional.

Las medidas que el Presidente de la República adopte o los acuerdos que celebre para el cumplimiento de un tratado en vigor no requerirán de nueva aprobación del Congreso, a menos que se trate de materias que en el derecho interno son  propias de ley. 

No requerirán de aprobación del Congreso los tratados celebrados por el Presidente de la República en el ejercicio de su potestad reglamentaria.

Las disposiciones de un tratado sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo a las normas generales dederecho internacional.

Corresponde al Presidente de la República la facultad exclusiva para denunciar un tratado o retirarse de él, para lo cual pedirá la opinión de ambas Cámaras del Congreso, en el caso de tratados que hayan sido aprobados por éste.

Una vez que la denuncia o el retiro produzca sus efectos en conformidad a lo establecido en el tratado internacional, éste dejará de tener efecto en el orden jurídico chileno.

En el caso de la denuncia o el retiro de un tratado que fue aprobado por el Congreso, el Presidente de la República deberá informar de ello a éste dentro de los quince días de efectuada la denuncia o el retiro.

El retiro de una reserva que haya formulado el Presidente de la República y que tuvo en consideración el Congreso Nacional al momento de aprobar un tratado, requerirá previo acuerdo de éste, de conformidad a lo establecido en la ley orgánica constitucional respectiva.

El Congreso Nacional deberá pronunciarse dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en que se solicita el acuerdo pertinente. Si no se pronunciare dentro de este término, se tendrá por aprobado el retiro

de la reserva.

De conformidad a lo establecido en la ley, deberá darse debida publicidad a hechos que digan relación con el tratado internacional, tales como su entrada en vigor, la formulación y retiro de reservas, las declaraciones interpretativas, las objeciones a una reserva y su retiro, la denuncia del tratado, el retiro, la suspensión, la terminación y la nulidad del mismo.

En el mismo acuerdo aprobatorio de un tratado podrá el Congreso autorizar al Presidente de la República a fin de que, durante la vigencia de aquél, dicte las disposiciones con fuerza de ley que estime necesarias para su cabal cumplimiento, siendo en tal caso aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 64, y

2) Pronunciarse, cuando corresponda, respecto de los estados de excepción constitucional, en la forma prescrita por la Constitución.

Comentario: se mantiene la disposición constitucional vigente. Sin perjuicio de ello consideramos que deben introducirse algunas reformas al numeral primero de esta disposición, con el objeto de establecer disposiciones mas específicas en materia de tratados internacionales y superar distintas posiciones interpretativas en la materia, lo cual no es parte central de este análisis.
Funcionamiento del Congreso

Artículo 59. El Congreso Nacional se instalará e iniciará su período de sesiones en la forma que determine su ley orgánica constitucional. 

En todo caso, se entenderá siempre convocado de pleno derecho para conocer de la declaración de estados de excepción constitucional. 

La ley orgánica constitucional señalada regulará la tramitación de las acusaciones constitucionales, los votos de investidura del gobierno, los votos sobre declaraciones de política general formulados por el gobierno ante la Cámara de Diputados, los votos de desconfianza constructivo, los votos de censura de los ministros individualmente considerados, la calificación de las urgencias y  todo lo relacionado con la tramitación interna de la ley.

Comentario: Se mantiene disposición constitucional vigente.
Artículo 60. La Cámara de Diputados y el Senado no podrán entrar en sesión ni adoptar acuerdos sin la concurrencia de la tercera parte de sus miembros en

ejercicio. 

Cada una de las Cámaras establecerá en su propio reglamento la clausura del debate por simple mayoría.

Comentario: Se mantiene disposición constitucional vigente.

Normas comunes para los diputados y senadores

Artículo 61. No pueden ser candidatos a diputados ni a senadores: 

1) Los Ministros de Estado y los subsecretarios; 

2) Los delegados gubernativos regionales y los gobernadores, los gobernadores regionales y los alcaldes, los consejeros regionales, los concejales y 

3) Los miembros del Consejo del Banco Central; 

4) Los magistrados de los tribunales superiores de  justicia y los jueces de letras; 

5) Los miembros del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los tribunales electorales regionales; 

6) El Contralor General de la República; 

7) Las personas naturales y los gerentes o administradores de personas jurídicas que celebren o caucionen contratos con el Estado; 

8) El Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos del Ministerio Público, y 

9) Los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea, el General Director de Carabineros, el Director General de la Policía de Investigaciones y los oficiales pertenecientes a las Fuerzas Armadas y a las  Fuerzas de Orden y Seguridad Pública. 

Las inhabilidades establecidas en este artículo serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes señalados durante un año anterior a la fecha en que se realizarán las elecciones parlamentarias respectivas, a excepción de las personas establecidas en el numeral octavo, las que no deberán reunir esas condiciones al momento de inscribir su candidatura parlamentaria, y de las personas consideradas en el numeral 9°, respecto de las cuales el plazo de la inhabilidad es de dos años inmediatamente anteriores a la elección Si no fueren elegidos  en una elección  no podrán vlver al mismo cargo ni ser designados para cargos análogos a los que desempeñaron hasta un año después del acto electoral.

Comentario: Se mantiene disposición constitucional vigente, con una eliminación de la causal que impedía ser electos parlamentarios a los dirigentes sociales y sindicales, lo que no nos parece aceptable en una democracia plena..

Artículo 62. Ningún diputado o senador, desde el momento de su proclamación por el Tribunal Calificador de Elecciones puede ser nombrado para un empleo, función o comisión de los referidos en el artículo anterior.

Esta disposición no rige en caso de guerra exterior; ni se aplica a los cargos de Presidente de la República, Ministro de Estado y agente diplomático; pero sólo los cargos conferidos en estado de guerra son compatibles con las funciones de diputado o senador.

Comentario: Se mantiene disposición constitucional vigente.

Artículo 63. Cesará en el cargo el diputado o senador que se ausentare del país por más de treinta días sin permiso de la Cámara a que pertenezca o, en receso de ella, de su Presidente.

Cesará en el cargo el diputado o senador que durante su ejercicio celebrare o caucionare contratos con el Estado, o el que actuare como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza. En la misma sanción incurrirá el que acepte ser director de banco o de alguna sociedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia en estas actividades.
La inhabilidad a que se refiere el inciso anterior tendrá lugar sea que el diputado o senador actúe por sí o por interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que forme parte.
Cesará en su cargo el diputado o senador que actúe como abogado o mandatario en cualquier clase de juicio, que ejercite cualquier influencia ante las autoridades administrativas o judiciales en favor o representación del empleador o de los trabajadores en negociaciones o conflictos laborales, sean del sector público o privado, o que intervengan en ellos ante cualquiera de las partes. Igual sanción se aplicará al parlamentario que actúe o intervenga en actividades estudiantiles, cualquiera que sea la rama de la enseñanza, con el objeto de atentar contra su normal desenvolvimiento.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso séptimo del número 15º del artículo 19 vigente, cesará, asimismo, en sus funciones el diputado o senador que de palabra o por escrito incite a la alteración del orden público o propicie el cambio del orden jurídico institucional por medios distintos de los que establece esta Constitución, o que comprometa gravemente la seguridad o el honor de la Nación.
Quien perdiere el cargo de diputado o senador por cualquiera de las causales señaladas precedentemente no podrá optar a ninguna función o empleo público, sea o no de elección popular, por el término de dos años, salvo los casos del inciso séptimo del número 15º del artículo 19, en los cuales se aplicarán las sanciones allí contempladas.

Cesará, asimismo, en sus funciones el diputado o senador que, durante su ejercicio, pierda algún requisito general de elegibilidad o incurra en alguna de las causales de inhabilidad a que se refiere el artículo 57, sin perjuicio de la excepción contemplada en el inciso segundo del artículo 59 respecto de los Ministros de Estado.

Comentario: Se mantiene disposición constitucional vigente.


Artículo 64. Los diputados y senadores podrán renunciar a sus cargos cuando les afecte una enfermedad grave que les impida desempeñarlos y así lo califique el Tribunal Constitucional.
Comentario: Se mantiene disposición constitucional vigente.


Artículo 65. Los diputados y senadores sólo son inviolables por las opiniones que manifiesten y los votos que emitan en el desempeño de sus cargos, en sesiones de sala o de comisión.

Ningún diputado o senador, desde el día de su elección o desde su juramento, según el caso, puede ser acusado o privado de su libertad, salvo el caso de delito flagrante, si el Tribunal de Alzada de la jurisdicción respectiva, en pleno, no autoriza previamente la acusación declarando haber lugar a formación de causa. De esta resolución podrá apelarse para ante la Corte Suprema.
En caso de ser arrestado algún diputado o senador por delito flagrante, será puesto inmediatamente a disposición del Tribunal de Alzada respectivo, con la información sumaria correspondiente. El Tribunal procederá, entonces, conforme a lo dispuesto en el inciso anterior.

Desde el momento en que se declare, por resolución firme, haber lugar a formación.

Comentario: Se mantiene disposición constitucional vigente.

Artículo 66. Los diputados y senadores percibirán como única renta una dieta equivalente a la remuneración de un Ministro de Estado incluidas todas las asignaciones que a éstos correspondan.

Comentario: Se mantiene disposición constitucional vigente.

Materias de Ley

Artículo 67. Sólo son materias de ley:
1) Las que en virtud de la Constitución deben ser objeto de leyes orgánicas constitucionales;
2) Las que la Constitución exija que sean reguladas por una ley;
3) Las que son objeto de codificación, sea civil, comercial, procesal, penal u otra;
4) Las materias básicas relativas al régimen jurídico laboral, sindical, previsional y de seguridad social;
5) Las que regulen honores públicos a los grandes servidores;
6) Las que modifiquen la forma o características de los emblemas nacionales;
7) Las que autoricen al Estado, a sus organismos y a las municipalidades, para contratar empréstitos, los que deberán estar destinados a financiar proyectos específicos. La ley deberá indicar las fuentes de recursos con cargo a los cuales deba hacerse el servicio de la deuda. Sin embargo, se requerirá de una ley de quórum calificado para autorizar la contratación de aquellos empréstitos cuyo vencimiento exceda del término de duración del respectivo período presidencial.
Lo dispuesto en este número no se aplicará al Banco Central;
8) Las que autoricen la celebración de cualquier clase de operaciones que puedan comprometer en forma directa o indirecta el crédito o la responsabilidad financiera del Estado, sus organismos y de las municipalidades.
Esta disposición no se aplicará al Banco Central;
9) Las que fijen las normas con arreglo a las cuales las empresas del Estado y aquellas en que éste tenga participación puedan contratar empréstitos, los que en ningún caso, podrán efectuarse con el Estado, sus organismos o empresas;
10) Las que fijen las normas sobre enajenación de bienes del Estado o de las municipalidades y sobre su arrendamiento o concesión;
11) Las que establezcan o modifiquen la división política y administrativa del país;
12) Las que señalen el valor, tipo y denominación de las monedas y el sistema de pesos y medidas;
13) Las que fijen las fuerzas de aire, mar y tierra que han de mantenerse en pie en tiempo de paz o de guerra, y las normas para permitir la entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República, como, asimismo, la salida de tropas nacionales fuera de él;
14) Las demás que la Constitución señale como leyes de iniciativa exclusiva del Presidente de la República;
15) Las que autoricen la declaración de guerra, a propuesta del Presidente de la República;
16) Las que concedan indultos generales y amnistías y las que fijen las normas generales con arreglo a las cuales debe ejercerse la facultad del Presidente de la República para conceder indultos particulares y pensiones de gracia.
Las leyes que concedan indultos generales y amnistías requerirán siempre de quórum calificado. No obstante, este quórum será de las dos terceras partes de los diputados y senadores en ejercicio cuando se trate de delitos contemplados en el artículo 9º;
17) Las que señalen la ciudad en que debe residir el Presidente de laRepública, celebrar sus sesiones el Congreso Nacional y funcionar la Corte Suprema y el Tribunal Constitucional;

18) Las que fijen las bases de los procedimientos que rigen los actos de la administración pública;
19) Las que regulen el funcionamiento de loterías, hipódromos y apuestas en general, y
20) Toda otra norma de carácter general y obligatoria que estatuya las bases esenciales de un ordenamiento jurídico.
Comentario: Se mantiene disposición constitucional vigente.

Artículo 68. El Primer Ministro podrá solicitar autorización al Congreso Nacional para dictar disposiciones con fuerza de ley durante un plazo no superior a un año sobre materias que correspondan al dominio de la ley.
Esta autorización no podrá extenderse a la nacionalidad, la ciudadanía, las elecciones ni al plebiscito, como tampoco a materias comprendidas en las garantías constitucionales o que deban ser objeto de leyes orgánicas constitucionales o de quórum calificado.

La autorización no podrá comprender facultades que afecten a la organización, atribuciones y régimen de los funcionarios del Poder Judicial, del Congreso Nacional, del Tribunal Constitucional ni de la Contraloría General de la República.
La ley que otorgue la referida autorización señalará las materias precisas sobre las que recaerá la delegación y podrá establecer o determinar las limitaciones, restricciones y formalidades que se estimen convenientes.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, el Presidente de la República queda autorizado para fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado de las leyes cuando sea conveniente para su mejor ejecución. En ejercicio de esta facultad, podrá introducirle los cambios de forma que sean indispensables, sin alterar, en caso alguno, su verdadero sentido y alcance.
A la Contraloría General de la República corresponderá tomar razón de estos decretos con fuerza de ley, debiendo rechazarlos cuando ellos excedan o contravengan la autorización referida.

Los decretos con fuerza de ley estarán sometidos en cuanto a su publicación, vigencia y efectos, a las mismas normas que rigen para la ley.

Comentario: Se mantiene la delegación de facultades legislativas, pero se cambia el titular de su ejercicio, que en el tipo de gobierno semipresidencial es el Primer Ministro y no el Presidente de la República.  

Formación de la ley.

Artículo 67. Las leyes pueden tener origen en la Cámara de Diputados o en el Senado, por mensaje que dirija el Primer Ministro,  por moción de cualquiera de sus miembros y por iniciativa popular de ley. Las mociones no pueden ser firmadas por más de diez diputados ni por más de cinco senadores. Los diputados y senadores sólo presentaran mociones en sus respectivas cámaras.

Cincuenta mil ciudadanos con derecho a voto pueden presentar un proyecto de ley articulado a cualesquiera de las dos cámaras del Congreso Nacional, el proyecto debe contener su fundamento y objetivos e indicar las fuentes de su financiamiento. Los promotores del proyecto tendrán un plazo de nueve meses para obtener el número de firmas de  ciudadanos que respalden dicho proyecto, las que deben estar debidamente certificadas ante notario u oficial de registro civil de cualquier localidad del país. No pueden ser objeto de iniciativa legislativa de los ciudadanos las cuestiones fiscales y tributarias, las de carácter internacional, la amnistía y los indultos, como toda otra materia que sea de iniciativa exclusiva del Primer Ministro. Al momento de presentarse el proyecto artículado ante una de las cámaras del Congreso, deberá también determinar tres personas que lo suscriben que participarán en todo el trámite y debate legislativo  del proyecto de ley con derecho a voz, cuyo mandato no podrá ser delegado. Dicho proyecto de ley deberá debatirse por la cámara correspondiente dentro del periodo de un año desde su presentación, bajo sanción de que si este no es debatido en dicho periodo se entenderá aprobado por dicha cámara y pasará a la cámara revisora, la que también deberá debatirlo y aprobarlo o rechazarlo en un periodo de seis meses desde su ingreso a dicha cámara. La ley orgánica del Congreso Nacional regulará los demás aspectos del procedimiento de la iniciativa popular de ley.

Las leyes sobre tributos de cualquiera naturaleza que sean, sobre los presupuestos de la Administración Pública y sobre reclutamiento, sólo pueden tener origen en la Cámara de Diputados. Las leyes sobre amnistía y sobre indultos generales sólo pueden tener origen en el Senado.

Corresponderá al Primer Ministro la iniciativa exclusiva de los proyectos de ley que tengan relación con la alteración de la división política o administrativa del país, o con la administración financiera o presupuestaria del Estado, incluyendo las modificaciones de la Ley de Presupuestos, y con las materias señaladas en los números 10 y 13 del artículo 63.

Corresponderá, asimismo, al Presidente de la República la iniciativa exclusiva para:
     1º.- Imponer, suprimir, reducir o condonar tributos de cualquier clase o naturaleza, establecer exenciones o modificar las existentes, y determinar su forma, proporcionalidad o progresión;
    2º.- Crear nuevos servicios públicos o empleos rentados, sean fiscales, semifiscales, autónomos o de las empresas del Estado; suprimirlos y determinar sus funciones o atribuciones;

     3º.- Contratar empréstitos o celebrar cualquiera otra clase de operaciones que puedan comprometer el crédito o la responsabilidad financiera del Estado, de las entidades semifiscales, autónomas, de los gobiernos regionales o de las municipalidades, y condonar, reducir o modificar obligaciones, intereses u otras cargas financieras de cualquier naturaleza establecidas en favor del Fisco o de los organismos o entidades referidos; 

4º.- Fijar, modificar, conceder o aumentar remuneraciones, jubilaciones, pensiones, montepíos, rentas y cualquiera otra clase de emolumentos, préstamos o beneficios al personal en servicio o en retiro y a los beneficiarios de montepío, en su caso, de la Administración Pública y demás organismos y entidades anteriormente señalados, como asimismo fijar las remuneraciones mínimas de los trabajadores del sector privado, aumentar obligatoriamente sus remuneraciones y demás beneficios económicos o alterar las bases que sirvan para determinarlos; todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en los números siguientes;
 5º.- Establecer las modalidades y procedimientos de la negociación colectiva y determinar los casos en que no se podrá negociar, y
 6º.- Establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan en ella, tanto del sector público como del sector privado. 


El Congreso Nacional sólo podrá aceptar, disminuir o rechazar los servicios, empleos, emolumentos, préstamos, beneficios, gastos y demás iniciativas sobre la materia que proponga el Primer Ministro.
Comentario: Se mantiene disposición constitucional vigente, agregando la regulación constitucional de la iniciativa popular de ley.

Artículo 68.- Las normas legales que interpreten preceptos constitucionales necesitarán, para su aprobación, modificación o derogación, de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio.

Las normas legales a las cuales la Constitución confiere el carácter de ley orgánica constitucional requerirán, para su aprobación, modificación o derogación, de la mayoría absoluta de los diputados y senadores en ejercicio.   
Las demás normas legales requerirán la mayoría de los miembros presentes de cada Cámara, o las mayorías que sean aplicables conforme a los artículos 68 y siguientes.

Comentario: se rebaja el quórum de las leyes interpretativas de la Constitución y de las leyes orgánicas constitucionales, como asimismo se eliminan las leyes de quórum calificado.

Artículo 69. El proyecto de Ley de Presupuestos deberá ser presentado por el Primer Ministro al Congreso Nacional, a lo menos con tres meses de anterioridad a la fecha en que debe empezar a regir; y si el Congreso no lo despachare dentro de los sesenta días contados desde su presentación, regirá el proyecto presentado por el Presidente de la República.

El Congreso Nacional no podrá aumentar ni disminuir la estimación de los ingresos; sólo podrá reducir los gastos contenidos en el proyecto de Ley de Presupuestos, salvo los que estén establecidos por ley permanente.
La estimación del rendimiento de los recursos que consulta la Ley de Presupuestos y de los nuevos que establezca cualquiera otra iniciativa de ley, corresponderá exclusivamente al Primer Ministro en Consejo de Gabinete, previo informe de los organismos técnicos respectivos.

No podrá el Congreso aprobar ningún nuevo gasto con cargo a los fondos de la Nación sin que se indiquen, al mismo tiempo, las fuentes de recursos necesarios para atender dicho gasto.

 Si la fuente de recursos otorgada por el Congreso fuere insuficiente para financiar cualquier nuevo gasto que se apruebe, el Primer Ministro, al promulgar la ley, previo informe favorable del servicio o institución a través del cual se recaude el nuevo ingreso, refrendado por la Contraloría General de la República, deberá reducir proporcionalmente todos los gastos, cualquiera que sea su naturaleza.
Comentario: Se mantiene disposición constitucional vigente, sólo determinando el cambio del titular que desempeña la tarea que ya no será el Presidente de la República sono el Primer Ministro como jefe de Gobierno.
Artículo 70.  El proyecto que fuere desechado en general en la Cámara de su origen no podrá renovarse sino después de un año. Sin embargo, el Primer Ministro, en caso de un proyecto de su iniciativa, podrá solicitar que el mensaje pase a la otra Cámara y, si ésta lo aprueba en general por los dos tercios de sus miembros presentes, volverá a la de su origen y sólo se considerará desechado si esta Cámara lo rechaza con el voto de los dos tercios de sus miembros presentes.
Artículo 71. Todo proyecto puede ser objeto de adiciones o correcciones en los trámites que corresponda, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado; pero en ningún caso se admitirán las que no tengan relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto.

 Aprobado un proyecto en la Cámara de su origen, pasará inmediatamente a la otra para su discusión.

Artículo 72. El proyecto que fuere desechado en su totalidad por la Cámara revisora será considerado por una comisión mixta de igual número de diputados y senadores, la que propondrá la forma y modo de resolver las dificultades. El proyecto de la comisión mixta volverá a la Cámara de origen y, para ser aprobado tanto en ésta como en la revisora, se requerirá de la mayoría de los miembros presentes en cada una de ellas. Si la comisión mixta no llegare a acuerdo, o si la Cámara de origen rechazare el proyecto de esa comisión, el Primer Ministro podrá pedir que esa Cámara se pronuncie sobre si insiste por los dos tercios de sus miembros presentes en el proyecto que aprobó en el primer trámite. Acordada la insistencia, el proyecto pasará por segunda vez a la Cámara que lo desechó, y sólo se entenderá que ésta lo reprueba si concurren para ello las dos terceras partes de sus miembros presentes. 

Artículo 73. El proyecto que fuere adicionado o enmendado por la Cámara revisora volverá a la de su origen, y en ésta se entenderán aprobadas las adiciones y enmiendas con el voto de la mayoría de los miembros presentes.
Si las adiciones o enmiendas fueren reprobadas, se formará una comisión mixta y se procederá en la misma forma indicada en el artículo anterior. En caso de que en la comisión mixta no se produzca acuerdo para resolver las divergencias entre ambas Cámaras, o si alguna de las Cámaras rechazare la proposición de la comisión mixta, el Primer Ministro podrá solicitar a la Cámara de origen que considere nuevamente el proyecto aprobado en segundo trámite por la revisora. Si la Cámara de origen rechazare las adiciones o modificaciones por los dos tercios de sus miembros presentes, no habrá ley en esa parte o en su totalidad; pero, si hubiere mayoría para el rechazo, menor a los dos tercios, el proyecto pasará a la Cámara revisora, y se entenderá aprobado con el voto conforme de las dos terceras partes de los miembros presentes de esta última.

Comentario respecto de artículos 70 a 73: Se mantienen disposiciones constitucionales vigente, con el cambios de Presidente de la República por el Primer Ministro que opera en este caso como colegislador.
Artículo 74. Aprobado un proyecto por ambas Cámaras será remitido al Primer Ministro, quien, si también lo aprueba, dispondrá su envío al Presidente de la República para su promulgación como ley.

Comentario: Se modifica disposición determinando como es propio del tipo de gobierno semipresidencial en que la función colegisladora es del Primer Ministro como Jefe de Gobierno en reemplazo del Presidente de l República que deja de cumplir dicha función. Sin embargo, el Primer Ministro si aprueba la ley despachada por el Congreso la envía al Presidente de la epública para que este como Jefe de Estado concrete su promulgación 
Artículo 75. Si el Primer Ministro desaprueba el proyecto en Consejo de Gabinete, lo devolverá a la Cámara de su origen con las observaciones convenientes, dentro del término de treinta días.

En ningún caso se admitirán las observaciones que no tengan relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, a menos que hubieran sido consideradas en el mensaje respectivo.

Si las dos Cámaras aprobaren las observaciones, el proyecto tendrá fuerza de ley y se devolverá al Primer Ministro para que lo remita al Presidente de la República para su promulgación.

Si las dos Cámaras desecharen todas o algunas de las observaciones e insistieren por los dos tercios de sus miembros presentes en la totalidad o parte del proyecto aprobado por ellas, se devolverá al Primer Ministro para su envío al Presidente de la República para su promulgación.

Comentario. El Primer Ministro como Jefe de Gobierno ejerce el derecho de veto suspensivo parcial o total, que puede ser aditivo, supresivo o sustitutivo, en el marco de las mismas reglas hasata ahora vigentes.

Artículo 76. El Primer Ministro en decisión adoptada en Consejo de Gabinete podrá hacer presente la urgencia en el despacho de un proyecto, en uno o en todos sus trámites, y en tal caso, la Cámara respectiva deberá pronunciarse dentro del plazo máximo de treinta días.

La calificación de la urgencia corresponderá hacerla al Primer Ministro de acuerdo a la ley orgánica constitucional relativa al Congreso, la que establecerá también todo lo relacionado con la tramitación interna de la ley.
Comentario: El Primer Ministro en el tipo de gobierno semipresidencial ejercerá como órgano colegislador, en reemplazo del Presidente de la República la determinación y calificación de las urgencias.


Artículo 77. Si el Primer Ministro no devolviere el proyecto dentro de treinta días, contados desde la fecha de su remisión, se entenderá que lo aprueba y deberá enviarlo al Presidente de la República para su  promulgación  como ley.

Comentario: SE mantiene la lógica ya analizada propia del tipo de gobierno semipresidencial.


Artículo 78. La promulgación deberá hacerse siempre dentro del plazo de diez días, contados desde que ella sea procedente, salvo que el Presidente de la República requiera el Pronunciamiento del Tribunal Constitucional cuando tenga alguna duda sobre la constitucionalidad de la ley, antes de su promulgación. El Presidente de la República deberá promulgar la ley en el plazo de diez días si el Tribunal Constitucional la  considera conforme a la Constitución o deberá igualmente promulgarla con excepción de las disposiciones que el Tribunal Constitucional haya considerados contrarias a la Constitución.
La publicación de la ley se realizará dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que quede totalmente tramitado el decreto promulgatorio.

Comentario: Se mantienen las reglas en materia de promulgación actualmente vigentes en el texto constitucional, con la diferencia propia del tipo de Gobierno Presidencial en que el Presidente de la República en forma previa a la promulgación de la ley, puede requerir el pronunciamiento del Tribunal Constitucional en caso de duda de constitucionalidad del cuerpo legal pertinente.
Consideraciones finales.

El tipo de gobierno semipresidencial ofrece innegables ventajas funcionales frente al presidencialismo latinoamericano, manteniendo una separación flexible de poderes y un ejecutivo dual que mantiene la figura institucional del Presidente de la República enraizada culturalmente en dos siglos de evolución latinoamericana, con poderes reales pero limitados por las competencias propias del Primer Ministro y su gobierno, Todo ello dentro de un régimen constitucional democrático equilibrado y con controles políticos y jurídicos efectivos, como asimismo con arbitrajes del cuerpo político que permiten solucionar dentro del sistema democrático constitucional los bloqueos institucionales que en los presidencialismos no tienen solución política, manteniendo el semipresidencialismo un nivel de gobernabilidad satisfactorio.

En este sentido la gobernabilidad solo es efectiva, si el desempeño de la función gubernamental posibilita la adopción de decisiones oportunas ante la demanda efectuada por los diversos sectores de la  sociedad, las cuales son eficientes y eficaces, son aceptadas por la ciudadanía y producen satisfacción social, además de preservar una cierta coherencia en el tiempo (
). Finalmente, esta gobernabilidad  exige que las instituciones gubernamentales cuenten con suficiente legitimidad y respaldo  político ciudadano.

El sistema semipresidencial a diferencia de los  presidencialismos opera basado en  la cooperación entre los diversos actores políticos institucionales sustentado en consensos mayoritarios, donde el gobierno debe estar respaldado por la mayoría parlamentaria, sin la cual el primero no puede mantenerse en funciones; como asimismo la fragmentación parlamentaria que no permite sostener un gobierno posibilita su disolución y el desarrollo de nuevas elecciones en que la ciudadanía tiene siempre la última palabra. 
En el semipresidencialismo no hay cabida para mesianismos y caudillismos presidenciales, por los poderes limitados del Presidente  y por los mecanismos de control político y jurídicos, inherentes a dicho tipo de gobierno. 
El semipresidencialismo también  contribuye, funcionalmente, a disciplinar a los parlamentarios de los partidos de gobierno, ya que en la votación de cada  proyecto, no solo deben tener en consideración los fundamentos del proyecto en sí mismo, sino también tener presente el sostenimiento del gobierno en curso, el cual puede caer al perder la mayoría que lo sostiene. En tal perspectiva, el gobierno puede solicitar al Presidente la disolución del parlamento y en su caso, el cambio de ministros de su gobierno.

Dejamos así las proposiciones desarrolladas en manos de nuestros lectores para su análisis y consideración como una alternativa válida y posible que reemplace el presidencialismo chileno.
� Flisfish, Ángel. “Gobernabilidad y consolidación democrática. Sugerencias para la discusión. Revista Mexicana de Sociología, LI, 3, 1989, pp. 113 y ss.







